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dependencia de mercados externos golpeados —ade-
más— por la profunda crisis del capitalismo a nivel 
global.

Por último, la Reforma Urbana, que tiene que ver 
con una regulación democrática del uso del espacio 
urbano —no solo del suelo, sino del crecimiento “hacia 
arriba” de las ciudades— y con un adecuado trata-
miento del tema ambiental, especialmente de la con-
taminación vehicular y de los sistemas de transporte 
público; como también con el uso del espacio público 
y con los problemas de gravedad social extrema dígase 
la inseguridad ciudadana, es otra asignatura pendiente 
del proyecto.

El saldo del proceso

En este escenario de mantención del viejo estado 
de cosas en la estructura productiva, los viejos gru-
pos económicos más bien han fortalecido su consa-
bido poder. No se ha generado una nueva burguesía 
emprendedora, alejada de las viejas prácticas oligár-
quicas; menos aun, no han emergido nuevos grupos de 
productores y emprendedores dispuestos a desafiar 
las conductas rentistas, especulativas y conservadoras 
del capital.

Por el contrario, se ha fortalecido más a ciertos 
sectores de la vieja burguesía, que al haber obtenido 
sustantivos beneficios derivados de la inversión 
doméstica del excedente petrolero, pugnan por mante-
ner el modelo extractivista de los recursos naturales, 
a partir de su visión de maximización del beneficio de 
corto plazo. Este poder económico tradicional acre-
centado ha fortalecido sus mecanismos fácticos para 
disputar el sentido del proceso de la Revolución Ciuda-
dana, incidiendo en los espacios, lineamientos y accio-
nes de política pública, donde se disputa la asignación 
de los recursos económicos y los recursos del poder.

¿Cuál es el mayor riesgo? 

El mayor riesgo es que en el esfuerzo de mantener 
el contenido simbólico de la Revolución Ciudadana, el 
presidente Correa insista en un discurso político que 
alude a la transformación profunda de la sociedad, 
pero que en la práctica no tiene concreción, ni en la 
ampliación de la democracia, ni en la modificación de 
la estructura productiva, ni en la conformación del 
poder ciudadano. Esto puede conducir a la merma del 
apoyo político y electoral a la propuesta de la Revolu-
ción Ciudadana y en tal contexto, sustentar las accio-
nes desestabilizadoras de los enemigos del proyecto, 
no menores por cierto, que ya se expresaron el 30 de 
septiembre de 2010. Aún peor que lo anterior, esto 
puede conducir a la pérdida de la oportunidad histó-
rica de llevar adelante una transformación que impli-
que cambios cuantitativos, pero sobretodo cambios 
cualitativos todavía en ciernes. 

¿Cuál es el mayor desafío? 

El desafío es la rearticulación de un amplio polo 
social y político de contenido nacionalista, democrá-
tico y popular, dentro y fuera del gobierno de la Revo-
lución Ciudadana, dentro y fuera del movimiento polí-
tico de gobierno llamado Alianza País, que fundamente 
a la transformación social y que dispute el sentido 
transformador de la Revolución Ciudadana a las fuer-
zas del anciano régimen que actúan dentro y fuera del 
gobierno como en los días de la partidocracia.

El desafío es la construcción de la organización 
política de la transformación. Es una ingenuidad que 
termina haciéndole el juego a los intereses del viejo 
régimen, el suponer que es suficiente la presencia 
mediática del líder del proyecto para impulsar y sos-
tener un proceso transformador profundo. Es indis-
pensable —entonces— la organización política como el 
espacio donde se construya y manifieste la conciencia 
y la acción del proceso de transformación.

Esto pasa por el reconocimiento —de parte del 
líder de la Revolución Ciudadana— de posiciones, 
corrientes y tendencias internas, que son aliadas his-
tóricas del proceso de la Revolución Ciudadana y de 
todas las posturas que, dentro del movimiento Alianza 
País construyen la organización y movilización de los 
sujetos de la transformación en el Ecuador.

En esta línea, no ha perdido vigencia la propuesta 
del partido–frente, como el modo de darle forma a la 
participación de todas las voluntades que convergen 
en la necesidad de construir la organización política de 
la transformación y como respuesta para trascender el 
limitado espacio de un movimiento político adscrito 
solamente a la dinámica que requiere el ejercicio del 
gobierno. 

Diego Carrión Sánchez

Los proyectos de nueva legislación 
de la tierra en el Ecuador

La propiedad privada es una de las relacio-

nes sociales más naturalizadas. Se la entiende 

como algo fijo, inapelable, concedido por el 

orden natural a los más fuertes y hasta recu-

bierta de un halo metafísico cuando se supone 

producto del designio divino.1 La propiedad de 

la tierra es la más apegada a estas ideas, enar-

boladas en la actualidad por aquellos sectores 

auto-declarados adalides de la modernidad en el 

campo2. La historización de esta relación social 

puede aportar un marco adecuado para la dis-

cusión de la redistribución de la tierra, en un 

sentido político.

La primera parte de este artículo aborda de 

manera breve la historia de la propiedad de la 

tierra en el Ecuador, y plantea algunos elemen-

tos sobre la estructura actual de la propiedad. 

En la segunda parte se analiza en un sentido 

político los proyectos de ley de tierras propues-

tos a partir de la disposición constitucional de 

democratizar el acceso a este recurso, mismos 

que están en el foco de atención y disputa polí-

tica en este momento.

1	 La investigación que resume este artículo se realiza en el Instituto de Estu-
dios Ecuatorianos (IEE) con apoyo de la Fundación Rosa Luxemburgo. Agradez-
co a Stalin Herrera por proporcionarme las entrevistas que sostienen varios de 
los criterios aquí vertidos. Las opiniones son de exclusiva responsabilidad del 
autor.

2	 El proyecto de ley de tierras de la Federación de Cámaras de Agricultura 
establece la figura del posesionario de la tierra por tradición (Art.24), y establece 
como requisito para inscripción de escrituras “la historia fidedigna de dominio 
del predio.”

La propiedad de la tierra en el Ecuador

El origen de la propiedad privada en América 
Latina lo encontramos en la invasión colonial europea, 
que devino en apropiación del continente por parte de 
las potencias occidentales. La apropiación y el uso de 
la tierra aportaron de manera decisiva al surgimiento 
del capitalismo industrial europeo. Además dieron 
origen a las élites locales criollas y mestizas, que 
serían herederas del poder colonial luego de declarada 
la independencia en el siglo XIX.

La apropiación colonial de la tierra se sustentó 
ideológicamente en una supuesta inferioridad bioló-
gica de los habitantes nativos, racismo que justificó 
la violencia sin límites en uno de los etnocidios más 
crueles de la historia de la humanidad.3 Los europeos 
traían inscrito el “progreso” y la “civilización” justo 
en el punto donde se cruzan la forma de la cruz y la 
espada. Esa reiterativa y bárbara forma de propinar 
civilización a otros pueblos, funda el orden social de 
la propiedad, y legitima la apropiación privada por 
despojo. Marx4 y Foucault5 coinciden en que el orden 
social y la propiedad tienen como su momento fun-
dador el ejercicio de la violencia. Nada más lejos de 
un orden divino o natural que premia a los mejores. 
La propiedad privada cuando se funda premia la 
crueldad.

La República se levanta sobre los mismos pilares 
que la Colonia; las mismas familias controlando el 
poder económico y político; los mismos grupos socia-
les produciendo riqueza en el marco de relaciones 
que los precarizan por ser “inferiores”. Reediciones 
de racialización que justifican el dominio sobre los 
recursos y las personas. El Despotismo instrumenta el 
proceso de consolidación de la gran propiedad en la 

3	 Báez, F. (2009). El saqueo cultural de América Latina. De la conquista a la 
globalización. (R. H. S.A., Ed.) Barcelona, España: Random House Mondadori S.A.

4	 Marx, C. (1867). El Capital. Crítica de la Eonomía Política (Vol. 1). (E. C. Socia-
les, Ed.) La Habana, Cuba: Instituto Cubano del Libro, p.654-672

5	 Foucault, M. (1976). Genealogía del racismo. (E. Altamira, Ed.) La Plata, Ar-
gentina: Caronte Ensayos, p.50-52
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familias con propiedades medianas, terrenos mayores 
de 10 y menores a 50 hectáreas. Y solo una minoría 
de la población (6 %) tiene propiedades mayores a 
100 hectáreas. El 12 % de la tierra está en manos de 
pequeños propietarios campesinos, mientras los gran-
des hacendados se quedan con el pedazo más grande, 
que representa el 61 % de la tierra disponible. Las 616 
familias más poderosas, ligadas a la agroindustria, 
tienen mucha más tierra (3´5934.96 ha) que 712.035 
familias campesinas que suman 2.481.000 ha. (Censo 
Agropecuario)

Aparte de este alto grado de concentración de 
la propiedad de la tierra, es clave considerar que la 
frontera agrícola en el Ecuador está agotada10. Esto 
determina un escenario de alta presión sobre el suelo, 
donde la economía campesina debe competir en des-
igualdad de condiciones para sobrevivir frente al creci-
miento de la producción agrícola empresarial.

Una visión más global del problema de la tierra

La crisis capitalista internacional ha determinado 
un incremento acelerado de los precios de los alimen-
tos, volviéndole a la agricultura un negocio rentable 
para el gran capital. Expresión de ello es la concentra-
ción de tierras en el tercer mundo por parte de países 
desarrollados, transnacionales agropecuarias e incluso 
de capitales financieros que buscan reconvertirse en 
inversiones productivas para escapar de la crisis del 
centro11. Al parecer los activos de las economías cam-
pesinas están trasladándose hacia los cultivos agroin-
dustriales y para exportación. Según lo evidencia la 
Encuesta de Superficie y Producción Agropecuaria del 
INEC: entre 2007 y 2010 la producción destinada a la 
exportación ha crecido 18 %, mientras que la producción 
destinada al consumo interno ha caído 17 %, poniendo 
en evidencia el peligro que significa para la soberanía 
alimentaria, el crecimiento de los agro negocios.

Junto a la pobreza, la migración devela a la pobla-
ción rural como una de las más vulnerables. Está claro 
que el problema agrario va mucho más allá del tema 
tierras: incluye el crédito, la comercialización, el agua, 
la migración, el acceso a los servicios básicos y pro-
ductivos, algunos de los temas de la agenda agraria. 
Sin embargo, tematizar la tierra es importante porque 
sigue siendo base de sus estrategias de diversificación 
económica, por su valor mítico-cultural y por ser el 
espacio de una posible relación armoniosa entre las 
personas y naturaleza. Es un tema actual por los cauces 
abiertos para la democratización de la propiedad de los 
medios de producción en la Constitución 2008 y otros 
instrumentos legales y de planificación del gobierno.

10	 Larrea, C. (2006). Hacia una historia ecológica del Ecuador. Propuesta para el 
debate. Quito: Coorporación Editora Nacional, Universidad Andina Simón Bolí-
var, Eco Ciencia, p.65

11	 Boix, V. (2011). Acaparamiento de tierras, nuevo término para la enciclopedia 
de la indignación. La linea de fuego

Propuestas de ley en disputa política

El futuro del agro ecuatoriano es disputado, 
grosso modo, por tres modelos de desarrollo agrícola 
que se reflejan en las propuestas de ley de tierras plan-
teadas actualmente desde distintos sectores sociales.

Un primer proyecto está ligado a una definición 
fuerte de soberanía alimentaria. Apoya la redistribu-
ción de la tierra en beneficio de los pequeños campesi-
nos. Reconoce en ellos altos niveles de productividad 
de la tierra, superior capacidad para generar empleo 
y una relación más benéfica con la naturaleza. Implica 
una afectación significativa a los intereses del gran 
capital agropecuario. Implican un cambio del modelo 
de acumulación en el sector agropecuario. Estas pro-
puestas se muestran políticamente a favor de la pobla-
ción rural más vulnerable. Corresponde al proyecto 
de ley del SIPAE y con sus distancias, al mandamiento 
para una ley de tierras y política agraria de la CONAIE.

El SIPAE define el latifundio como aquellas propie-
dades individuales o en multipropiedad que superen 
las 500 ha, siendo causal directa de afectación (Art.18). 
También son causales el incumplimiento de la función 
social y ambiental en propiedades mayores a 25 ha. y 
que el predio sufra alta presión demográfica (Art.54). 
Un predio cumple su función social si beneficia a 
campesinos, comunidades y pueblos; si se mantiene 
productivo; si genera empleo respetando los derechos 
laborales; si respeta la vocación natural y tiene planes 
de manejo; y si su propietario no es deudor del fisco 
y la seguridad social (Art. 9). El predio cumple su fun-
ción ambiental si respeta los límites ecológicos y los 
derechos de la naturaleza (Art.9). El SIPAE considera 
dos formas de afectación (Art.52): la expropiación, que 
revierte la propiedad a cambio de una indemnización, 
y la extinción de dominio que penaliza la adquisición 
de tierra para especular o con medios intimidatorios12.

La CONAIE propone límites menores para el 
latifundio (20 ha. en la Sierra; 100 ha. en la Costa; 
200 ha. en la Amazonía); la nacionalización de toda 
la tierra que exceda estos límites y el fortalecimiento 

12	 SIPAE. (2010). Propuesta Final de Anteproyecto de Ley de Tierras. (SIPAE, Ed.) 
Quito, Ecuador.

Aparte del alto grado de concentración de la 

propiedad de la tierra, es clave considerar que la 

frontera agrícola en el Ecuador está agotada. Esto 

determina un escenario de alta presión sobre el 

suelo, donde la economía campesina debe com-

petir en desigualdad de condiciones para sobrevi-

vir frente al crecimiento de la producción agrícola 

empresarial.

Costa6, la violencia organiza el territorio para la pro-
ducción cacaotera mediante la concentración de tierras 
en un número pequeño de familias durante el siglo 
XIX. Se inicia la vinculación externa de la economía 
ecuatoriana a través del modelo agroexportador. En la 
Sierra, la hacienda mantiene la población indígena con-
finada a relaciones de explotación y desprecio, a través 
de las cuales se alimenta al mercado interno.

Tan estrecha relación existe entre propiedad de 
la tierra y tradición, que en las primeras décadas del 
siglo XX es fácil conectar a las familias poderosas del 
Ecuador con las élites coloniales. Si el auge bananero 
permite a los colonos consolidar medianas y pequeñas 
propiedades7, alienta la penetración de grandes empre-
sas extranjeras8, el control monopólico de los canales 
e infraestructura de exportación y el inicio de un largo 
proceso de reconcentración de la tierra. En la Sierra la 
estructura de la propiedad se mantiene intacta hasta 
los primeros esfuerzos de Reforma Agraria en los años 
sesenta.

Las luchas campesinas con fuerte presencia indí-
gena, y un contexto internacional favorable a la moder-
nización del campo como estrategia para contener 
la insubordinación social, hacen posible las leyes de 
reforma agraria dictadas en 1964 y 1973. Agotado el 
modelo de sustitución de importaciones a finales de los 

6	 Acosta, A. (1995). Breve Historia Económica del Ecuador. (C. E. Nacional, Ed.) 
Quito, Ecuador: Corporación Editora Nacional, p.26

7	 Ibíd. p.83

8	 Moreano, A. (1995). Capitalismo y lucha de clases en la primera mitad del 
siglo XX, Libresa, Ecuador. Pasado y Presente, Quito, Ecuador, Libresa.

70, las políticas redistributivas en el campo retroceden 
e inicia una contra-reforma agraria que caracterizaría 
el período neoliberal. Los instrumentos legales que 
instrumenta la contra-reforma son la Ley de Fomento 
y Desarrollo Agropecuario (1979) y la Ley de Desarro-
llo Agrário (1994)9. Este período se caracteriza por un 
apoyo irrestricto por parte de la política pública a la 
gran propiedad y al monocultivo para la exportación, 
en el marco de la reprimarización de la economía.

La estructura de propiedad de la tierra al 2000

El Censo Agropecuario realizado en el 2000 por 
el INEC permite hacer un balance de ese proceso redis-
tributivo de la tierra. Allí se registra un crecimiento 
del número de las propiedades menores a 1 ha.; un 
incremento de las unidades medianas entre 5 y 50 ha.; 
un aumento de la superficie ocupada por las propie-
dades grandes de entre 50 y 500 ha.; y una reducción 
del número de propiedades mayores a 500 ha. A pesar 
de la mayor presencia de la mediana propiedad, el pro-
blema de la inequidad en el acceso a la tierra no ha sido 
resuelto: el índice de Gini en 1954 era de 0,86, y en el 
2000 fue de 0,80, es decir una variación mínima que 
refleja el problema de la concentración de la tierra.

La mayor parte de familias que viven en el sector 
rural (75,5 %) tiene propiedades pequeñas, menores 
a 10 hectáreas. Otra parte (18,1 %) corresponde a 

9	 Brassel, F., Ruiz, P., Zapatta, A. (2008). La Estructura Agraria en el Ecuador: una 
aproximación a su problemática y tendencias. ¿Reforma agraria en el Ecuador?: 
viejos temas, nuevos argumentos (p. 248). Quito, Ecuador, SIPAE
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de la propiedad colectiva y 
comunitaria. Todo esto en el 
marco de un nuevo régimen 
de soberanía alimentaria, y 
un modelo que privilegie a 
los pequeños productores de 
alimentos para el mercado 
interno13.

Un segundo modelo de 
desarrollo prescribe para el 
campo ecuatoriano la moder-
nización capitalista. El agente 
del desarrollo agropecuario 
es el empresariado agrícola. 
Pone en el centro el respeto 
a la propiedad privada; y 
prescribe un paquete de asis-
tencia social para los peque-
ños productores. Implica la 
utilización de un paquete 
tecnológico que afecta a la 
naturaleza en nombre de la 
productividad14. En este caso, 
el papel del Estado es el pro-
veer a la empresa agrícola de 
estímulos, infraestructura 
y otros recursos necesarios 
para mejorar su competiti-
vidad. Este modelo se pro-
mueve en la propuesta de ley 
respaldada por la Federación 
Nacional de Cámaras de 
Agricultura, con una posición 
política a favor del empresariado y una serie de recur-
sos y argumentos legales que les permitiría campear 
cualquier intento redistributivo.

A pesar de pretender generar un proyecto de ley 
que sintetice las distintas posiciones, el presidente 
Rafael Correa a través del MAGAP se muestra a favor 
del proyecto empresarial de la Federación Nacional de 
Cámaras de Agricultura, tomando de su texto algunos 
elementos fundamentales como las causales de expro-
piación, la definición del latifundio, las formas de afec-
tación y algunos elementos que delimitan la función 
social y ambiental15.

Los proyectos de ley del MAGAP y de la Fede-
ración Nacional de Cámaras de Agricultura buscan 
la afectación mínima a la gran propiedad. El MAGAP 
(Art.115) defiende el latifundio con un tope muy alto 
de superficie (1000 ha); las cámaras estipulando que 

13	 CONAIE. (2011). Mandamientos para una ley de tierras y política agraria.

14	 Isch, E. (2011). Contaminación de las aguas y politicas para enfrentarla. Quito: 
Foro de los Recursos Hídricos.

15	 El MAGAP ha preparado dos proyectos de ley, uno estando en funciones Ra-
món Espinel, y otro cuando la cartera estaba en manos de Stanley Vera. Este último 
proyecto es el que se toma como referencia para estudiar la posición del Gobierno, 
aunque se suponga que es provisional y que no lo hayan hecho público.

la afectación solo puede aplicarse a predios improduc-
tivos dos años después de haber sido notificados por 
las autoridades (Art.40). Se consideran productivas las 
áreas forestales, con destino ecoturístico o definidas 
por el dueño como “áreas de conservación”. Habría 
que comprobarles además que la improductividad es 
intencional en términos de escasa capitalización, tec-
nología deficiente, utilización parcial, abandono o uso 
inadecuado de recursos naturales.

Ambos proyectos desechan el incumplimiento de 
obligaciones laborales como causal de expropiación. 
Pero aceptan como causal la alta presión demográfica 
y el incumplimiento de la función social y ambiental. 
Incumplen su función social los predios que no utili-
cen las obras de riego financiadas por el Estado luego 
de un año de haber sido entregadas (MAGAP, Art.100), 
o dos años después de entregadas y de promulgada la 
ley (Cámaras, Art.40), esto para evitar el efecto retroac-
tivo. También incumplen su función social los lati-
fundios, la tierra inculta y el abandono injustificados 
e imputables a los dueños. La función ambiental se 
incumple si los medios utilizados para la producción 
causan grave contaminación. La ley de las cámaras 
agrega que aquello es válido siempre y cuando sean 
imputables legalmente esas faltas al propietario, lo 
que abre un espacio de resguardo y litigio.

El futuro del agro ecuatoriano es disputado, groso modo, por tres 

modelos de desarrollo agrícola que se reflejan en las propuestas 

de ley de tierras planteadas actualmente desde distintos sectores 

sociales. Un primer proyecto está ligado a una definición fuerte de 

soberanía alimentaria. Apoya la redistribución de la tierra en benefi-

cio de los pequeños campesinos. Implica una afectación significativa 

a los intereses del gran capital agropecuario. Implican un cambio del 

modelo de acumulación en el sector agropecuario.

Un segundo modelo de desarrollo prescribe para el campo ecua-

toriano la modernización capitalista. El agente del desarrollo agro-

pecuario es el empresariado agrícola. Implica la utilización de un 

paquete tecnológico que afecta a la naturaleza en nombre de la 

productividad. 

Un tercer modelo busca posiciones de consenso. Reconoce a los 

pequeños campesinos como sujetos importantes para la soberanía 

alimentaria, y propone la modernización capitalista de sus activi-

dades productivas. Respeta los espacios de la agroindustria y los 

agronegocios dentro de superficies específicas por región. Implica 

efectivamente una transformación de la estructura de la propiedad 

de la tierra dentro del mercado y la transformación de la economía 

campesina con una lógica empresarial que favorecería su inserción 

en los agro-negocios.

El MAGAP considera otros elementos que definen 
el incumplimiento de la función ambiental: las prác-
ticas productivas opuestas a la conservación de los 
recursos, la degradación de los suelos, la reducción de 
la biodiversidad, los ecosistemas y el patrimonio gené-
tico, o la introducción de organismos genéticamente 
modificados, por último, el incumplimiento del plan 
de manejo. La coincidencia entre los dos proyectos 
se explica por la cercanía de opiniones del presidente 
Correa y las Cámaras de la Agricultura en contra de la 
reforma agraria y el desprecio a la pequeña economía 
campesina16.

Un tercer modelo busca posiciones de consenso. 
Reconoce a los pequeños campesinos como sujetos 
importantes para la soberanía alimentaria, y propone 
la modernización capitalista de sus actividades pro-
ductivas. Respeta los espacios de la agroindustria y 
los agronegocios dentro de superficies específicas por 
región. Implica efectivamente una transformación de 
la estructura de la propiedad de la tierra dentro del 
mercado y la transformación de la economía campe-
sina con una lógica empresarial que favorecería su 
inserción en los agro-negocios. El tipo de asociativi-
dad propuesto por la COPISA involucra a las familias 
campesinas con el lucro y la eficiencia económica, 
valores que se han demostrado contrarios a la defini-
ción dura de la soberanía alimentaria defendida por la 
mayoría de organizaciones sociales a escala regional. 
Este modelo se expresa en el proyecto de ley de la 
Conferencia Plurinacional e Intercultural de Soberanía 
Alimentaria (COPISA).

La ley de la COPISA (Art. 26) define al latifundio 
como las unidades de más de 500 ha. en la Costa 
y Amazonía, y de más de 300 ha. en la Sierra. Sin 
embargo, pone por delante el afán productivista antes 
que el redistributivo: la afectación vale solo para los 
latifundios improductivos mientras que se justifica el 
latifundio productivo17. Se plantea tres salidas de mer-
cado para que los latifundios no sean afectados por 
el Estado: vender el excedente de tierras; convertirse 
en empresa agrícola (democratizar acciones); y pagar 
altas multas si luego de un año de publicada la ley 
siguen incurriendo en latifundio (Art.25, 26, 27). 

 

16	 Solo un ejemplo: “Cuidado: por buscar la justicia destrozamos la productivi-
dad… Cuidado por buscar la justicia, entre comillas, destrozamos la eficiencia y lo 
que hacemos es a todos igualitos, pero igualmente miserables, igualmente pobres” 
(Rafael Correa, 1 de octubre de 2011, Enlace Ciudadano 240); “…solo estamos 
creando minifundistas, estamos haciendo una fábrica de pobres (…) no se pro-
mueve la eficiencia, se promueve la distribución.” (Rodrigo Lasso, hacendado, ex 
Ministro de Agricultura, ex presidente de la Cámara de Agricultura de la Primera 
Zona, Presidente de la Asociación Holstein del Ecuador; Programa “La Polémica” 
de Andrés Carrión, Canal UNO; 31 de octubre 2011)

17	 “La acumulación de tierras más allá de estos límites solo se justificará en los 
casos de propiedades en plena producción” (Art. 25)

Este proyecto promueve una restructuración de 
la estructura de tenencia de la tierra, pero privilegia 
como mecanismo de extinción del latifundio la venta 
en el mercado de tierras (por presión de las multas o 
aplicación de la ley), antes que la afectación pública 
de la gran propiedad. Entre los rasgos más redistribu-
tivos de este proyecto de ley se destacan el orden de 
prelación para la venta del excedente de tierra, que 
beneficia al Estado, los trabajadores del predio y los 
campesinos sin tierra o con poca tierra; y la disposi-
ción que los latifundios considerados empresas agrí-
colas vendan el 40 % de sus acciones al Estado y a los 
trabajadores del predio.

Los posibles efectos serían una distribución hori-
zontal de las acciones de la propiedad, que no bene-
ficie a los pequeños campesinos y legitime de facto a 
las grandes propiedades18, el auge de los testaferros y 
principalmente la vinculación de las familias campe-
sinas a las exigencias mercantiles de eficiencia econó-
mica19, desplazando los efectos benéficos en lo social 
y ambiental de sus formas ancestrales de organización 
productiva.

Para la COPISA el incumplimiento de la función 
social (Art. 33) tiene que ver con la falta de aprove-
chamiento de la tierra por dos años consecutivos, o 
de las obras de riego financiadas por el Estado un año 
después de haber sido entregada la obra (Art. 33, n.5, 
1). También con el incumplimiento de los derechos 
laborales y el trabajo infantil (Art. 33, n.2, 3). La función 
ambiental se incumple si se comprueba contaminación 
generada por obra u omisión del propietario, además si 
se comprueba el uso de semillas transgénicas u otros 
organismos genéticamente modificados (Art. 33, n.4, 6). 

La posición de las organizaciones sociales frente a 
las propuestas de ley surgidas de distintas instancias, 
deben fundamentarse en el modelo del desarrollo del 
agro que promueve cada una de ellas. En el caso de la 
ley de la COPISA, las concesiones hechas al proyecto 
agroempresarial, no son una buena base negociadora. 
Si lo que se busca es beneficiar a los pequeños agricul-
tores, ¿no convendría mejor partir de sus puntos de 
demanda máximos, para luego negociar? Pero —ade-
más— desde un punto de vista histórico ¿cuál es la 
legitimidad de la propiedad si esta se funda en la vio-
lencia y el despojo? 

18	 “Para nosotros es peligroso…Nosotros ya anticipamos que a la final va a ser 
que se van a legalizar las tierras de los ricos como siempre ha sido en la historia del 
país” (Líder Góngora C-CONDEM, Coordinadora Nacional para la Defensa del 
Ecosistema Manglar)

19	 “…los comuneros ¡endeudados para toda la vida! que si no logran pagar, ¿qué 
va a pasar con ellos? (...) Se endeuda… ¡Pero hasta dejando de comer van a pagar 
esa deuda! y si no la pagan posiblemente las tierras se reviertan al Estado..:” Delfín 
Tenesaca ECUARUNARI


